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  SERVICIOS JURÍDICOS

Informe emitido a petición de la Junta de Portavoces del Parlamento de Navarra con fecha 15 de diciembre de 2014, sobre el criterio del Parlamento de Navarra en cuanto a los puntos 4 y 5 de la Carta de la Comisión Europea en relación con la Ley FORAL 26/2014, de 2 de diciembre, por la que se aprueba la reestructuración de la deuda del Club Atlético Osasuna con la Comunidad Foral de Navarra

Pamplona, 18 de diciembre de 2014

Don Manuel Pulido Quecedo, Letrado de la Cámara, tiene el honor de elevar a la Junta de Portavoces el siguiente 

INFORME

Sobre el criterio del Parlamento de Navarra en cuanto a los puntos 4 y 5 de la Carta de la Comisión Europea en relación con la Ley FORAL 26/2014, de 2 de diciembre, por la que se aprueba la reestructuración de la deuda del Club Atlético Osasuna con la Comunidad Foral de Navarra

I

ANTECEDENTES

Primero. Por escrito de Gobierno de Navarra que tuvo entrada en el Registro del Parlamento, el pasado día 12 de diciembre, se comunicó lo siguiente:  
“Excmo. Sr. Presidente:

Le remito carta de la D.G. Competencia de la Comisión Europea sobre el asunto SA. 39927(2014/CP)- Club Atlético Osasuna, acompañada de la denuncia relativa a la concesión de supuestas ayudas estatales al Club Atlético Osasuna, por la que solicita diversas clarificaciones sobre el asunto de referencia.
A fin de contestar en plazo a la totalidad de las cuestiones que se nos han planteado, por el Departamento de Economía, Hacienda, Industria y Empleo se solicita el criterio del Parlamento de Navarra con relación a los puntos 4 y 5 de la Carta de la Comisión Europea.

Ruego que, una vez que el Parlamento tenga la información preparada, ésta nos sea remitida por este conducto para que el Gobierno de navarra remita toda la información a la comisión en el plazo establecido.”
Segundo. La carta que acompaña el escrito del Gobierno de Navarra es la siguiente: 
“Asunto: SA. 39927(2014/CP) - Club Atlético Osasuna

Estimado señor, Estimada señora:

En el asunto arriba mencionado, la Comisión ha recibido una denuncia relativa a la concesión de supuestas ayudas estatales al Club Atlético Osasuna, con sede en Navarra.

En el anexo a la presente carta figura una versión no confidencial de la denuncia. Los servicios de la Comisión agradecerían que las autoridades de su país aclararan las cuestiones planteadas en la citada denuncia.

En caso de que las autoridades de su país consideren que la cuestión no guarda relación con ayudas ilegales, sería conveniente que nos hicieran llegar su propio resumen de los hechos y las razones por las que no consideran ilegales las supuestas ayudas. 
Si esa evaluación fuera verosímil, la Comisión podría remitirla posteriormente al denunciante, con el fin de disipar sus sospechas. A tal efecto, se dará por supuesto su acuerdo tácito sobre la remisión de la respuesta al denunciante. En caso contrario, rogamos nos indique los datos concretos que considera confidenciales y nos remita una versión no confidencial.

Por otro lado, si las autoridades de su país no pueden rebatir los argumentos expuestos por el denunciante, seguirán estando facultadas para notificar las ayudas estatales a la Comisión, a efectos de su aprobación.

Les rogaríamos clarificaciones sobre los siguientes aspectos:

- actividad económica del Club Atlético Osasuna;

- titularidad y gestión del estadio El Sadar, propiedad del Osasuna;

- arreglos y propósito de la garantía estatal concedida en virtud de la Ley Foral 1/2003;

- disposiciones detalladas e impacto de la recién adoptada Ley Foral por la que se aprueba la reestructuración de la deuda del Osasuna, de 27 de Noviembre de 2014;

- efecto en la competencia entre Estados miembros;

- situación actual de las supuestas medidas y posibles actuaciones por parte del Gobierno de Navarra.

Agradeceríamos recibir aclaraciones sobre tales cuestiones en un plazo de veinte días hábiles a partir de la fecha de la presente.

Tenga en cuenta que, si no recibiesen información suficiente, los servicios de la Comisión podrían verse obligados a proponer un requerimiento de información con arreglo al artículo 10, apartado 3, del Reglamento (CE) n° 659/1999 del Consejo, de 22 de marzo de 1999, por el que se establecen disposiciones de aplicación del artículo 93 del Tratado CE. Además, si los servicios de la Comisión no llegaran a aclarar esas cuestiones, podrían tener que incoar el procedimiento de investigación formal sobre la base de la información disponible.”
Tercero. El texto de LA DENUNCIA QUE ACOMPAÑA al anterior escrito de la Comisión Europea, traducido de manera no oficial por los servicios de la Cámara, es el siguiente:
“Comisión Europea DG. Competencia. Registro de ayudas estatales SPA3 6/5. B-1049 Bruselas. Bélgica. 6 de noviembre de 2014

Asunto: Información relativa a las supuestas ayudas estatales ilegales del Gobierno Regional de Navarra al Club Atlético Osasuna
Estimados señores:

Por la presente queremos hacer llegar a la Comisión una información relevante y muy urgente relacionada con los  planes del  Gobierno  Regional  de  Navarra (la  “Región”)  respecto  a  la concesión de ayudas estatales ilegales por más de 49 millones de euros al Club Atlético Osasuna (“Osasuna”) mediante la promulgación de una nueva ley foral (la “Ley de rescate”, de la cual se adjunta una copia y que se describe con detalle más adelante), cuya aprobación por el Parlamento Regional de Navarra está prevista para el 27 noviembre de 2014.

Lamentablemente y a pesar de la supuesta “buena gestión” del Osasuna que ha sido alabada con entusiasmo por el Reino de España en sus respuestas escritas en relación con la causa de las ayudas estatales SA.29769, y que ha conllevado la concesión al club por el Reino de España de una serie de derechos especiales ilegales y altamente ventajosos desde 1990 (derechos especiales que contravienen la legislación de la UE y que incluyen beneficios fiscales, entre otras ventajas), el Club Atlético Osasuna atraviesa actualmente profundas dificultades financieras y debe la suma de 49,5 millones de euros en impuestos impagados a las Autoridades tributarias regionales (una cantidad significativa, teniendo en cuenta sobre todo que el presupuesto del club para la temporada 2014/5 es de solo 12,5 millones de euros
).

En consecuencia, la Región tiene previsto rescatar a Osasuna con una Ley foral hecha a medida cuya aprobación está prevista para el 27 noviembre 2014
 con el apoyo de tres partidos principales (UPN, PSN y PPN), que representan dos tercios de los parlamentarios y que permite lo siguiente:

a) Entrada en una transacción
 de venta y arrendamiento posterior, por la que la Región adquirirá los activos inmobiliarios de Osasuna (incluyendo el estadio “El Sadar”, ver artículos 2 y 3 de la Ley de rescate adjunta) por un precio a determinar (que probablemente será de 43 millones de euros según varios informes de prensa
, un precio que parece irrazonablemente alto y que está muy por encima de los precios inmobiliarios actuales en España) y arrendarlos posteriormente a Osasuna por 30 años a cambio de un alquiler extremadamente bajo, casi nominal, de solo 75.000 euros al año mientras el club pertenezca a la segunda división española, o de 150.000 euros al año si el club asciende a la primera división. Esto sería equivalente a un rendimiento anual ultra bajo de solo el 0,175% o del 0,350% de la inversión de 43 millones de euros realizada por la Región, que sin duda está por debajo de los tipos a los que una empresa en apuros como Osasuna obtendría financiación en el mercado y es muy inferior a los costes de financiación
 de la Región (lo que resultaría en una pérdida considerable para el contribuyente desde el primer día);
b) Concesión de condiciones de financiación irrazonablemente ventajosas (ver artículo 4 de la Ley de rescate ) por los impuestos impagados restantes (es decir, la diferencia entre el total de impuestos impagados de Osasuna de 49,5 millones de euros y el precio de los activos inmobiliarios arriba descrito, una diferencia que podría ser de 6,5 millones de euros según informes de prensa), cuyo pago se aplazaría por un periodo de hasta 30 años (incluyendo un plazo sin intereses de tres años) y que incluso podría ser liquidado en especie a la Región mediante la suscripción de contratos de patrocinio (ver último párrafo del artículo 4.b de la Ley de rescate), reduciéndose así la deuda pendiente sin que el club tuviera que efectuar pago alguno
. Estas condiciones son extremadamente generosas incluso para los estándares muy laxos que han sido otorgados por el Reino de España a otros clubes profesionales de fútbol y baloncesto en situaciones similares;

c) Perdón de las penalizaciones, cargos o gastos por pagos con demora, aplazamientos, etc. de los impuestos del Club (ver artículo 6.2 de la Ley de rescate). Es importante destacar que estas penalizaciones o cargos podrían ascender a una suma muy importante, dado que Osasuna ha acumulado los 49,5 millones de euros de impuestos impagados a lo largo de un largo periodo de tiempo y las autoridades tributarias regionales deberían (al menos en teoría) haber instado a la empresa a pagar sus deudas en varias ocasiones en todos estos años; y

d) Concesión de una garantía estatal adicional (superior a la garantía estatal de 18 millones de euros que, como se describe más adelante, ya ha sido proporcionada por la Región a Osasuna desde 2003) de hasta 4 millones de euros para financiar actividades de la empresa (ver artículo 8.2 de la Ley de rescate).

La transacción, en caso de ejecutarse como tiene previsto la Región, constituiría un caso irrefutable de ayuda estatal ilegal (la Ley de rescate otorgaría a Osasuna una ventaja económica selectiva mediante el aprovechamiento de recursos estatales que tendría repercusión sobre la competencia y el comercio entre Estados miembros), y si la Comisión la permite o ignora podría establecer otro precedente muy peligroso que conllevaría el descrédito de la Comisión. No cabe duda de que ningún participante del mercado privado accedería jamás a efectuar una transacción en estas condiciones tan poco rentables.

Asimismo, el borrador de ley (ver último párrafo de la primera página de la Ley de rescate) confirma la existencia de otro caso de ayuda estatal ilegal en forma de garantía estatal (concedida en virtud de la Ley Foral 1/2003, de la cual se adjunta una copia a este escrito) de hasta 18 millones de euros (7,2 millones de los cuales están siendo utilizados actualmente), que ha sido concedida a Osasuna por la Región desde 2003. Esta garantía estatal constituye además una ayuda estatal ilegal conforme a la legislación de la UE y debería haber sido notificada por las Autoridades españolas a la Comisión Europea en su respuesta a la carta de la Comisión del 1 octubre 2012. La Comisión debería además solicitar información a las Autoridades españolas en relación con esta garantía estatal ilegal que lleva aplicándose desde 2003
, requerir la devolución de la ayuda estatal ilegal que ya se haya proporcionado a través de la garantía estatal y pedir al Reino de España que explique los motivos por los cuales no informó de esta garantía estatal a la Comisión Europea en su respuesta del 5  diciembre 2012
 a la carta de la Comisión del 1 octubre 2012
. Resulta a todas luces irónico que mientras el Reino de España estaba concediendo esta garantía, intentara justificar en sus escritos a la Comisión la concesión de derechos especiales a Osasuna en base a su supuesta “buena gestión”.
Nuestras inquietudes sobre el uso del dinero de los contribuyentes para rescatar a Osasuna se agravan con el hecho de que la empresa (que fácilmente podría someterse a administración judicial y poner sus activos a disposición de las autoridades tributarias como acreedor preferente, con el fin de recuperar gran parte de las cantidades que se deben a la Región) tenga otras opciones al alcance para recaudar fondos privados sin utilizar el dinero de los contribuyentes pero ha decidido no recurrir a ellas. Mencionamos a modo de ejemplo algunas de estas opciones:

1. En primer lugar, cabe preguntarse por qué Osasuna no vende los activos inmobiliarios a una tercera parte en el mercado abierto para pagar su deuda fiscal. Si sus activos inmobiliarios están valorados en la actualidad en 43 millones de euros, a Osasuna le resultaría relativamente sencillo encontrar un comprador privado, vender parte o la totalidad de los activos (a través de una venta en firme o una venta y arrendamiento posterior) y amortizar su deuda fiscal. Así, la Región recibiría las cantidades debidas, y las podría utilizar de inmediato para otros fines, como p.ej. el pago de pensiones o la financiación de hospitales (en lugar de poseer determinados activos inmobiliarios que estarían ligados a su actual uso para fútbol durante al menos 30 años, con una pérdida de financiación significativa y que por lo tanto no estarían a disposición de los contribuyentes hasta 2045). Como se explica en el preámbulo de la Ley, la Región no está comprando los activos inmobiliarios de Osasuna porque le interese ser propietaria de ellos para, por ejemplo, crear un nuevo parque, construir un museo o viviendas sociales, sino porque quiere rescatar a una empresa que no representa un interés legítimo y que contraviene la legislación de la UE.
2. En segundo lugar, cabe preguntarse por qué Osasuna, en lugar de utilizar fondos públicos para el rescate del club, no hace uso del derecho otorgado a la asamblea del club por la Séptima Disposición Adicional de la Ley del Deporte española para recaudar fondos mediante la transformación del club deportivo en una SA deportiva
, algo que permitiría al club  destinar las ganancias de la venta de las acciones de la recién constituida SA al pago de la deuda fiscal de Osasuna. Suponiendo que los activos inmobiliarios de Osasuna estén valorados en la actualidad en 43 millones de euros, vender las acciones a inversores privados sería un modo relativamente sencillo de recaudar bastantes fondos y reducir la deuda fiscal del club sin utilizar el dinero de los contribuyentes.  Suponiendo  que  las  acciones  del  club  fueran  compradas  por  49 millones de euros y que estas ganancias se utilizaran para pagar la deuda fiscal
 del club, los accionistas serían dueños de un club con una deuda total relativamente baja (aprox. 16 millones que se deben a otros acreedores), no tendrían deuda fiscal y sus activos inmobiliarios valdrían 43 millones de euros, todo ello sin utilizar un solo euro de los contribuyentes. Además, y  si creemos a las  autoridades españolas cuando explican a la Comisión que ser una SA no supone ninguna desventaja, transformar a Osasuna en una SA no entrañaría problemas y sería una vía eficaz para reducir (e incluso anular) los fondos de los contribuyentes destinados al rescate de Osasuna, una vía que como mínimo debería estudiarse antes de pedir al contribuyente español y europeo que se implique en el rescate de la empresa.

3. En tercer lugar, otra opción para que Osasuna recaude fondos sin tener que utilizar dinero de los contribuyentes como resultado de los derechos especiales concedidos a la empresa por la Séptima Disposición Adicional de la Ley del Deporte española sería que la asamblea del club recurriera a su derecho a recuperar las pérdidas incurridas por las diferentes juntas directivas en las últimas temporadas. Este derecho, que se ha descrito con todo detalle en nuestros escritos relativos a la causa SA.29769, permite a las asambleas de cuatro clubes a los que el Reino de España ha otorgado derechos especiales recuperar cualesquiera pérdidas (medidas por variaciones negativas en el patrimonio neto del club) de sus directivas. A decir verdad, Osasuna podría recuperar fácilmente considerables cantidades de dinero de la directiva anterior, dado que el patrimonio neto del club había disminuido 11,1 millones de euros
 aprox. durante el anterior mandato en el periodo 2012‐4 y esta cantidad podría ser recuperada por la asamblea del club simplemente incoando una acción para exigir responsabilidades
 a la anterior directiva. No se debe hacer responsables a los contribuyentes españoles y europeos de la decisión de la asamblea de Osasuna de renunciar a su derecho de recuperar 11,1 millones de euros de la anterior directiva.
Además, que Osasuna precise un rescate tan elevado es contradictorio y demuestra la absoluta falta de mérito de los argumentos facilitados por el Reino de España en SA. 29769 para justificar los derechos especiales otorgados a cuatro clubes españoles (Real Madrid, FC Barcelona, Athletic Bilbao y Osasuna) para elegir su forma social, dado que el Reino de España justificó este derecho especial con una supuesta “buena gestión” por parte de los cuatro clubes con derechos especiales (“buena gestión” que es incompatible con rescates multimillonarios tras la acumulación de impuestos impagados que ascienden a cuatro veces el presupuesto anual del club). En realidad, las otras empresas que han presentado una supuesta “buena gestión” también se vieron implicadas en dudosas transacciones inmobiliarias para resolver situaciones de dificultad económica en las últimas décadas (ver p.ej. SA.33754 concerniente a la ayuda estatal ilegal a Real Madrid y SA.37199 concerniente a la ayuda estatal ilegal concedida a Athletic Club Bilbao).

Cabe recordar a la Comisión que si el Reino de España suprimiera los derechos especiales (que en todo caso son contrarios a la legislación de la UE) otorgados a los cuatro clubes exentos por la Séptima Disposición Adicional simplemente revocando esta disposición ilegal y contraria a la competencia, Osasuna se vería obligado de inmediato a recaudar fondos transformándose en una SA y no se necesitaría ni Ley de rescate, ni garantía estatal ni dinero de los contribuyentes. Es sencillamente inaceptable que el planteamiento adoptado por el Reino de España (que todavía debe 40.000 millones de euros a sus socios de la Eurozona) al intentar proteger estos derechos especiales a toda costa esté suponiendo además una contravención de la legislación de la UE y un derroche del dinero de los contribuyentes.

También queremos señalar que es bastante destacable e inaudito que se hayan promulgado tantas leyes con el único fin de ayudar a una empresa privada como Osasuna: la Ley antedicha de 2003 que otorga una garantía estatal al club, un Decreto foral más reciente (1/2014), destinado como se indica en su preámbulo a enmendar la Ley regional del deporte pese a su estado financiero desesperado
, la Ley de rescate que se aprobará el 27 noviembre 2014, etc.

Que cuatro clubes españoles con  derechos especiales (a diferencia de sus SA deportivas homólogas, sujetas a la legislación española estándar para Sociedades Anónimas) no estén sometidos a la legislación estatal sino que estén controlados por sus respectivas regiones representa una enorme ventaja, dado que estas regiones pueden promulgar leyes “a la carta” para favorecer a estos clubes y existe el riesgo, tal y como señalamos a la Comisión hace cinco años el 11 noviembre 2009, de que las regiones lo aprovechen para hacer política y ocultar pérdidas del mismo modo que los problemas de las Cajas españolas (que también estaban bajo el control de las regiones españolas y se utilizaban para el fomento político y regional tal y como se están utilizando los cuatro clubes con derechos especiales) fueron ocultados hasta que tuvieron que ser rescatadas con dinero de los contribuyentes europeos.

Si bien el hundimiento de Osasuna ha requerido un rescate relativamente modesto de 49,5 millones de euros debido al tamaño reducido del club, un hundimiento del Real Madrid o del FC Barcelona podría tener consecuencias desastrosas para los mercados españoles y europeos del fútbol y el baloncesto debido a la interconexión de estos mercados (con clubes que se deben mutuamente cantidades significativas en traspasos) y esto provocaría un efecto dominó que amenazaría los intereses de muchos ciudadanos y empresas en la UE. Hemos cumplido con nuestro deber como ciudadanos europeos de advertir a la Comisión de esta circunstancia y confiamos en que la inacción de la Comisión (que ha tolerado la existencia de estos derechos especiales durante cinco años pese a conocerlos perfectamente) no resulte en costes adicionales para los contribuyentes europeos.

Llamamos la atención de la Comisión sobre esta situación de buena fe e incluso antes de que se promulgue la Ley de rescate (se presentará una denuncia formal cuando la ley haya sido aprobada y los detalles del rescate sean públicos) con el fin de proporcionar a la nueva Comisión Europea bajo la dirección de la Sra. Vestager una oportunidad valiosa para ponerse en contacto con las Autoridades españolas y pedirles que, antes de conceder la ayuda estatal a Osasuna, sigan los procedimientos regulares para la concesión de ayudas estatales y notifiquen a la Comisión los detalles de la ayuda estatal que se vaya a conceder, de manera que no se malgasten los recursos de la UE con investigaciones posteriores para recuperar las ayudas estatales ilegales una vez hayan sido concedidas y se haya distorsionado la competencia. La Comisión tiene ahora la oportunidad de controlar este proceso antes de que se conceda la ayuda estatal, y podría ahorrar así mucho tiempo y recursos, algo que sin duda agradecerían los contribuyentes europeos (
)15, que están financiando el presupuesto de la Comisión. Al obrar así, la nueva Comisión daría prueba de su voluntad de reformar en efecto la UE y distanciarse con ello de las malas prácticas de la anterior Comisión, que había sido excesivamente indulgente con los clubes de fútbol españoles, algo que resultó en un menoscabo de la reputación de la Comisión, y que incrementó el número de investigaciones por parte del Defensor del Pueblo europeo, e incluso en un caso probado de incompetencia en la administración en un momento en que recuperar la confianza pública es indispensable.
Esperamos poder cooperar con la nueva Comisión en esta y en otras causas relativas a las ayudas estatales y asuntos de competencia y, como siempre, quedamos a disposición de la Comisión para cualquier aclaración o asistencia que pueda requerirse de nosotros. Estaríamos muy agradecidos si la Comisión, en cuanto tenga oportunidad de revisar esta información, nos comunicara si tiene previsto tomar medidas relativas a la información que proporcionamos mediante este escrito.

Atentamente.”
Cuarto 
A la vista del citado documento, la Junta de Portavoces del Parlamento de Navarra, con fecha de 15 de diciembre de 2014, adoptó, entre otros, el siguiente Acuerdo:

“Vista la carta de la D.G. Competencia de la Comisión Europea sobre el asunto SA.399927(2014/CP)-Club Atlético Osasuna, acompañada de la denuncia relativa a la concesión de supuestas ayudas estatales al Club Atlético Osasuna, por la que se solicita diversas clarificaciones sobre el asunto de referencia, remitida por el Gobierno de Navarra, SE ACUERDA:

Solicitar la emisión de un informe jurídico expresando el criterio del Parlamento de Navarra con relación a los puntos 4 y 5 de la Carta de la Comisión Europea. (8-14/PRO-00033).”
II

FUNDAMENTOS DE DERECHO

cuestion previa

La primera cuestión que conviene poner de relieve es el carácter del expediente derivado de la denuncia anónima presentada, que reviste naturaleza  informativa, razón por la que la respuesta del Parlamento de Navarra debe ser concordante  y de ofrecimiento de leal colaboración. 

En segundo lugar, los grupos parlamentarios que son los destinatarios de la presente Nota-Informe sobre la cuestiones objeto de requerimiento de información por el Gobierno, son conocedores del papel de los Servicios  jurídicos en el procedimiento de aprobación de una Ley, máxime en una Ley foral de tramitación urgente y exprés como la que es objeto de examen por el Servicio de Competencia de la Comisión Europea.

En el expediente legislativo de dicha proposición de Ley Foral, tramitada por el procedimiento de urgencia y de lectura única ante el Pleno de la Cámara sin enmiendas, sólo puede reseñarse como novum el Informe de los Servicios Jurídicos emitido con fecha de 26 de noviembre de 2014 y el contenido del Diario de Sesiones del Pleno del Parlamento núm. 100, de 27 de noviembre, donde constan las razones que justificaron el rechazo y aprobación de las proposiciones de ley Foral presentadas, -rechazada una, aprobada la otra-, que constituyen los únicos elementos de interpretación auténtica de la Ley, según constante interpretación jurisprudencial.     

Finalmente debe recordarse que en el régimen parlamentario de gobierno establecido en la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de Agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen  Foral de Navarra (en adelante, el Amejoramiento del Fuero), el Gobierno no es un mero espectador cualificado, sino que tiene participación relevante, sea en los casos en que sea titular de la iniciativa mediante la remisión de proyectos de ley foral, o fuera en las iniciativas legislativas de los grupos parlamentarios, mediante el trámite manifestación de criterio, previo a la  toma en consideración contemplado en el art 148.2 del Reglamento de la Cámara, interpretado con arreglo a lo dispuesto en la STC 223/2006, de 6 de julio. Mediante dicho trámite el Gobierno debe expresar su conformidad o no, si implicare aumento de los créditos o disminución de los ingresos presupuestarios del ejercicio en curso. Transcurrido o el plazo de quince días al que se refiere el art 148-2 del Reglamento, el silencio expresa conformidad. 
Dicho de otro modo, una vez que el texto de la proposición de ley foral formulada por los Grupos parlamentarios proponentes  (UPN, PSN y PPN), se ha convertido en ley, su ejecución y los trámites que conlleve su gestión y defensa ante los órganos competentes de la Comisión Europea corresponden al Gobierno de Navarra, propio de una relación entre Ejecutivos, pudiendo el Parlamento facilitar su colaboración en la información relativa a su tramitación reglamentaria y a las causas o motivos que llevaron a los grupos que la apoyaron explicitadas en el Diario de Sesiones de la Cámara, habida cuenta que la Proposición de ley Foral aprobada no contenía más allá de su Exposición de Motivos Memoria económica alguna, ni Informe  de Auditoria público o privado o Informe que pudiese avalar desde la perspectiva del Derecho Comunitario lo que en dicho texto se proponía, sin dejar de manifestar por otro lado que ni el Amejoramiento  del Fuero ni el Reglamento de la Cámara se contiene mención alguna a la participación de los Servicios Jurídicos de la Cámara en el procedimiento legislativo en orden a dictaminar sobre su constitucionalidad o adecuación al Derecho Constitucional o comunitario, con carácter preventivo o vinculante.  

objeto

El objeto de la consulta versa sobre los siguientes puntos de la Carta de D.G. Competencia de la Comisión Europea: 

Se nos pide criterio sobre las siguientes  cuestiones, enumeradas como puntos  cuatro y cinco de la Carta de la Comisión Europea:

· Punto 4. Disposiciones detalladas e impacto de la recién adoptada Ley Foral por la que se aprueba la reestructuración de la deuda del Osasuna, de 27 de Noviembre de 2014.

· Punto 5. Efecto en la competencia entre Estados miembros.

DICTAMEN

A) DISPOSICIONES DETALLADAS E IMPACTO DE LA RECIÉN ADOPTADA LEY FORAL POR LA QUE SE APRUEBA LA REESTRUCTURACIÓN DE LA DEUDA DEL OSASUNA, DE 27 DE NOVIEMBRE DE 2014.

1.- En relación con esta primera cuestión, cabe señalar que se plantean dos cuestiones, la primera tiene que ver con el alcance de las disposiciones detalladas sobre la ley foral, y la segunda, sobre el impacto económico o normativo de dicha Ley.

Sobre la primera cuestión debe entenderse que las disposiciones de la ley foral son públicas, habiéndose exteriorizado mediante su publicación como Ley Foral  26/2014, de 2 de diciembre, por la que se aprueba la reestructuración de la deuda del Club Atlético Osasuna con la Comunidad Foral de Navarra en el BON núm. 243 de 15 de diciembre de 2014. 

El conjunto de disposiciones adoptadas a lo largo de su articulado se encuentran enumeradas en dicha Ley a la que nos remitimos in totum. En este punto, el Parlamento en cuanto institución puede facilitar la información requerida, pero no le corresponde entrar a valorar la ejecución de la ley entre otros motivos, porque en la tramitación de la ley Foral se introdujo un enmienda que luce hoy como Disposición adicional única sobre requisitos y firma de las autorizaciones, cuyo tenor literal es el siguiente:    

“Disposición adicional única.–Requisitos para la formalización y firma de las autorizaciones.

Para la formalización y firma de las autorizaciones recogidas en los artículos 2, 6 y 8 de esta ley foral, serán requisitos imprescindibles:

Que el Gobierno de Navarra inste y acuerde con el Club Atlético Osasuna que este encargue para su realización, con carácter expreso e irrevocable, y a su cargo, una auditoría externa del periodo 2005 a 2014. Dicha auditoría será remitida al Parlamento de Navarra.

Que el Gobierno de Navarra solicite a la Mesa del Parlamento de Navarra, directamente o a través de los Grupos Parlamentarios, que la misma acuerde pedir a la Cámara de Comptos la realización de una auditoría de todas las actuaciones realizadas por la Hacienda de Navarra, o que debió realizar, en relación con el Club Atlético Osasuna en el periodo 2005 a 2014.

Que el Gobierno de Navarra inste y acuerde con el Club Atlético Osasuna la remisión al Gobierno de los planes de viabilidad del club, así como los posibles cambios de su personalidad o situación jurídica, para su remisión posterior al Parlamento de Navarra”.

El Gobierno de Navarra ha solicitado ya según reseña del Consejo de Gobierno del pasado día 17 de diciembre, los mencionados Informes, razón que debería ser puesta en conocimiento de la Dirección General de la competencia de la Comisión Europea.

 2.- Sobre el impacto económico de la ley Foral la Cámara no puede aportar Otros Informes que las consideraciones formuladas con carácter admonitorio en su Informe del pasado día 26 de noviembre en el que expresamente se señaló:

“En el supuesto examinado, tanto en la PDLF de los parlamentarios no adscritos como en la de los Grupos parlamentarios pese a la singularidad de la medidas propuestas en materia de plazos in bonum (a favor de Osasuna), así como de los arrendamientos y cesión de uso de las fincas donde se ubican las instalaciones y avales, debe recordarse que encuentran ya reguladas tanto en las normas tributarias y de recaudación antes citadas como en la ley Foral 14/2007, de 4 de abril, de Patrimonio de Navarra, así como en la normativa en materia de avales, cuya cuantía hasta un máximo de cuarenta millones de € fue actualizada por el art. 12 de la Ley Foral 19/2011, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales de Navarra para 2012. 

En definitiva, de lo expuesto se desprende que si bien el tratamiento en una Ley ad hoc de la situación del Club Atlético Osasuna desde una perspectiva de reestructuración de su deuda con la Comunidad Foral de Navarra pueda ser objeto de cierta sospecha de trato favorable frente a la situación de otros clubs o de otros contribuyentes cuyo término de comparación sea homogéneo, y, por tanto plausible en términos constitucionales de ser objeto del juicio del tertium comparationis, ello no impide en términos absolutos que el Parlamento de Navarra utilice su amplio margen de libertad de configuración legislativa en el marco de sus potestades y competencias para aprobar una Ley Foral de estas características.” 

Debe tenerse además en cuenta que nuestro ordenamiento jurídico (Constitucional y foral) no exige, a diferencia  de lo que ocurre con ciertas disposiciones adoptadas por  los órganos comunitarios: Parlamento-Consejo-Comisión- Informe sobre impacto económico de las leyes, razón que impide aportar Informe alguno sobre tales cuestiones. Ad imposibilia nemo tenetur. 

Ahora bien, esta circunstancia debería ser atendida en el futuro por la Mesa de la Cámara. Por ello, se recuerda la conveniencia en el marco de asegurar la calidad de la ley que la Mesa del Parlamento de oficio o a propuesta de algún grupo parlamentario exija para la tramitación de cualquier proposición de ley foral, el cumplimiento de los trámites preceptivos  que se exigen a los proyectos de ley foral remitidos por el Gobierno. La inidónea regulación de esta cuestión en el Reglamento de la Cámara exigiría su reforma en el sentido de incorporar  dichos trámites así como el de articular el asesoramiento permanente de la  Cámara de Comptos ex art. 4.2 de la Ley Foral 19/1984, de 20 de diciembre, de la Cámara de Comptos en la tramitación de los proyectos y proposiciones de ley foral que así lo requieran, como la tramitación de la Proposición de ley devenida Ley foral 26/2014, de 2 de diciembre, acredita.

En definitiva se recomienda de cara a la Información en este punto  solicitada, manifestar que el ordenamiento jurídico español no exige Informes de Impacto económico en la tramitación de las leyes y que, en cualquier caso, la disposición adicional única de la ley exige para aplicar determinadas disposiciones de la Ley Foral que se emitan los Informes de Auditoria  y de la Cámara de Comptos más arriba señalados.
B)  EFECTOS EN LA COMPETENCIA ENTRE ESTADOS MIEMBROS
Sobre esta cuestión debe ponerse de manifiesto la inidoneidad de los  Servicios de la Cámara para responder adecuadamente sobre la cuestión planteada. 

1.º Debe recordarse ahora, lo que se dijo en nuestro Informe del pasado 26 de noviembre de 2014, en relación con Las Ayudas del Estado y el sistema de cancelación de la deuda del Club Atlético Osasuna con la Hacienda de Navarra: su compatibilidad con el derecho de la Unión Europea: 

”Se plantea de la mano de las consideraciones que hace una de la PDL, la de los parlamentarios no adscritos, si el conjunto de medidas relativas a la reestructuración de la deuda del club atlético Osasuna con la Hacienda Tributaria de Navarra pueden ser consideradas como ayudas de Estado a la luz de lo dispuesto en el artículo 107
 del TFUE (aunque caben ayudas compatibles), de modo que las instituciones de los Estados miembros no pueden adoptar medidas, bien sean en forma de subvenciones o bien en forma de ayudas fiscales, que contravengan la libertad de mercado porque supongan una ventaja económica para quien la recibe frente a otros competidores que no las tienen. 

Se señala así que “la Comisión Europea ha iniciado el proceso de investigación de ayuntamientos de los Países Bajos a clubes de fútbol profesional que atraviesan dificultades financieras que han llevado a cabo acciones como aceptar impagos de créditos, hacerse cargo de créditos del club, condonar créditos, rebajar el alquiler de un estadio con efecto retroactivo, adquirir suelo a un club para arrendárselo a continuación, comprar instalaciones de entrenamiento propiedad del club.
No nos corresponde en el presente Informe, hic et nunc, hacer un examen exhaustivo sobre el régimen de ayudas de Estado o/y sobre si las medidas de reestructuración de la deuda del club Atlético Deportivo pueden ser consideradas como tales, hipótesis de trabajo ya valorada por los parlamentarios no adscritos y grupos parlamentarios proponentes según se acaba de exponer, sino más bien de examinar los riesgos que dicha opción legislativa plantea desde la perspectiva comunitaria. Dicho de otro modo, si la inclusión de tales medidas de reestructuración de la deuda en una ley ad hoc, o ad casum específica para Osasuna, tiene visos de vulnerar el Derecho Comunitario. 

Desde esa última consideración no debe dejar de tenerse en cuenta que CD Osasuna, en cuanto entidad deportiva, tiene abierto un procedimiento ante la Comisión Europea al objeto de aclarar si su carácter de “entidad sin ánimo de lucro” puede determinar o no, un trato fiscal diferente frente al otorgado a otros clubs deportivos que adoptan la forma de sociedades anónimas deportivas. 

Ante tal incertidumbre no nos corresponde entrar a examinar si con arreglo a las Directrices sobre Ayudas estatales de salvamento y de reestructuración de empresas no financieras en crisis (2014/C 249/01), publicado en el DOUE de 31 de julio de 2014, el CD Osasuna es destinatario de las mismas, pero en la medida en que las PDLF asimilan o equiparan en algunos aspectos de dichas ayudas a las contempladas en la Ley Foral 3/2000, de 22 de junio, de Ayudas de salvamento y reestructuración de empresas en crisis, es lo cierto que surge la sospecha legal de poder estar incluidas en las mismas.     

Con todo, el legislador foral debe tener presente que el hecho de aprobar tales medidas mediante el expediente normativo de un ley foral no las redime de cumplir los requisitos que el Derecho comunitario exige para tal tipo de ayudas, tal como señaló el Tribunal de Justicia en la Sentencia dictada en el asunto C 387/92 Banco de crédito industrial y Ayuntamiento de Valencia relativo al régimen de exenciones tributarias aplicables a entidades oficiales de crédito por la Ley 13/1971, de 19 de junio de Organización y Régimen del Crédito Oficial. A tal fin debe recordarse que para que una medida fiscal pueda ser constitutiva de ayuda de estado será necesario que ofrezca a sus beneficiarios una ventaja que aligere las cargas que, de no existir, deberían gravar su presupuesto, siendo entre las formas en que esto puede conseguirse mediante el aplazamiento, anulación o el reescalonamiento de la deuda fiscal.

Por dicha razón y en atención a que como tiene señalado el Tribunal de Justicia de la Unión Europea en su jurisprudencia, entre otras, STJUE (Sala Sexta), de 8 de mayo de 2003, toda operación de ayuda de estado exige una “valoración económica compleja” (Apartado o Fundamento, 39), que el legislador puede, en su caso, autorizar (por razones políticas, como las que se señalan en las Exposiciones de motivos de las Proposiciones examinadas), pero no apreciar en sentido técnico, dado que el Parlamento es un órgano representativo de naturaleza política que resuelve con arreglo a topois o criterios políticos y no jurídicos, aunque evidentemente pueda valorar las medidas que adopta, sean jurídicas o económicas. Ni siquiera puede actuar –servata distantia- como un Tribunal de Justicia que en esta materia soló podría controlar “(i) el respeto a las normas de procedimiento, (ii) la existencia de motivación, (iii) la exactitud material de los hechos tenidos en cuenta o (iv)la inexistencia de desviación de poder (STJUE de 29 de febrero de 1996. Bélgica c/ Comisión, C-56/93, apartado 11).

Por todo lo expuesto, la respuesta que los Servicios Jurídicos de la Cámara pueden dar a la pregunta de si las proposiciones de ley examinadas vulneran el Derecho Comunitario al considerar que las medidas de reestructuración de la deuda del CD Osasuna constituyen una ayuda de estado, no puede ser definitiva ni concluyente, puesto que para ello se requeriría una pericia técnica y económica de la que carece, al no ser su cometido sustituir a la Hacienda Tributaria de Navarra sin que la Información que dichas proposiciones aportan (solo como anexo una de las Proposiciones de ley) sea suficiente para conocer el alcance total de la operación al no ir acompañada de auditoria privada o Informe público alguno que justifique o permita evaluar los riesgos que se intuyen, al no aportarse tampoco memoria o estudio que la cuantifique económicamente, ni precise los riesgos sistémicos o no que la misma comporta, como puede fácilmente colegirse.

En definitiva, esta Asesoría jurídica de la Cámara sugiere que, si los parlamentarios y grupos de la Cámara deciden aprobar alguna de esas Proposiciones como Ley Foral, se inviertan los términos de las misma, en el sentido de que autoricen a la Hacienda Tributaria de Navarra para que reestructure el pago de la deuda que el Club Atlético Osasuna mantiene con la Comunidad Foral de Navarra en los términos que dicha Ley Foral exprese, siempre que dichas medidas sobre el pago de la deuda observen el Derecho comunitario y se acomoden a lo dispuesto tanto en el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (art 107 y concordante), como en el Reglamento (UE) núm. 651/2014, de 17 de junio (DOL núm. 187, de 26 de junio de 2014) y demás Directrices sobre Ayudas estatales de salvamento y de reestructuración de empresas no financieras en crisis”.

2.º No obstante y con el fin de responder y facilitar la colaboración del Parlamento de Navarra en esta cuestión, debe ponerse de manifiesto, que desde que el Tribunal Constitucional  declaró en su STC 208/1999, de 11 de noviembre la inconstitucionalidad de la cláusula «en todo o en parte del mercado nacional», contenida expresamente o por remisión en los arts. 4, 7, 9, 10, 11 y 25 a) y c), de la Ley 1989, de 17 de julio de Defensa de la Competencia en la medida en que desconoce las competencias ejecutivas de la legislación estatal sobre defensa de la competencia atribuidas a las Comunidades Autónomas recurrentes en sus respectivos Estatutos, las Comunidades Autónomas con competencias en la materia han podido organizar sus servicios de Defensa de la Competencia, entre ellos la Comunidad Foral de Navarra, tal como se expone a continuación. 

Resulta por ello inusual que el Parlamento de Navarra, que es un órgano político, pueda responder a una cuestión técnica como la que plantea el  quinto punto de la Carta de la Comisión remitida al Parlamento de Navarra, máxime cuando el Gobierno  de Navarra cuenta con un Servicio  de Defensa de la Competencia, al haber asumida las funciones de defensa y promoción de la competencia, entre las que se encuentran la investigación y apertura de expedientes sancionadores sobre posibles prácticas colusorias, abusivas o de competencia desleal que realicen las empresas en territorio foral. 

En concreto, el Gobierno de Navarra tiene capacidad para instruir expedientes en el caso de sospecha de conductas prohibidas y proponer la sanción correspondiente, que deberá ser confirmada por la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC). Posteriormente, la Comunidad Foral vigilará el cumplimiento de las sanciones impuestas.

A tal fin debe recordarse la Información facilitada por el Gobierno de Navarra el 14 de junio de 2014 pasado y colgada en la página WEB del Gobierno de Navarra: 

“Navarra ha asumido las funciones de defensa y promoción de la competencia, entre las que se encuentran la investigación y apertura de expedientes sancionadores sobre posibles prácticas colusorias, abusivas o de competencia desleal que realicen las empresas en territorio foral. 

En concreto, el Gobierno de Navarra tendrá capacidad para instruir expedientes en el caso de sospecha de conductas prohibidas y proponer la sanción correspondiente, que deberá ser confirmada por la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC). Posteriormente, la Comunidad Foral vigilará el cumplimiento de las sanciones impuestas. 

Esta asunción de atribuciones en materia de defensa de la competencia ha sido presentada este miércoles, 25 de junio, en el Palacio de Navarra por el director general de Política Social y Consumo, Mariano Oto, y el director de Competencia de la Comisión Nacional de Mercados y la Competencia, Eduardo Prieto. También han intervenido el director del Servicio de Consumo y Arbitraje, César López, y la subdirectora de Vigilancia y Relaciones con comunidades autónomas, Carmen Lillo. 

Previamente, el consejero de Políticas Sociales, Íñigo Alli, ha presentado estas nuevas funciones en materia de defensa y promoción de la competencia a representantes de asociaciones empresariales de la Comunidad Foral durante un encuentro mantenido en la sede de la Confederación de Empresarios de Navarra, en el que también han participado el director de Competencia de la CNMC, Eduardo Prieto, y el presidente de la CEN, José Antonio Sarría. 

Las funciones delegadas, que hasta ahora eran ostentadas por la Comisión Nacional de Mercados y la Competencia, serán ejercidas por el Departamento de Políticas Sociales, a través de su Servicio de Consumo y Arbitraje, sin que suponga un aumento de personal. 

Desde el Servicio de Consumo y Arbitraje también se promoverá la existencia de una competencia efectiva en el mercado foral realizando, entre otras cuestiones, propuestas de liberación, desregulación o modificación de la normativa en los diferentes sectores económicos. Asimismo, podrá elaborar informes generales o puntuales sobre el impacto de las ayudas públicas en la competencia efectiva en los mercados. 

Las funciones asumidas 

Las nuevas atribuciones en materia de defensa y promoción de la competencia serán desarrolladas por el Negociado de Inspección, Promoción y Defensa de la Competencia del Servicio de Consumo y Arbitraje.

Concretamente, las funciones son: 

1. Instrucción de los procedimientos de infracción y de autorización singular en los supuestos establecidos en la normativa reguladora correspondiente. 

2. La vigilancia, la ejecución y el cumplimiento de las resoluciones que se adopten en relación con la defensa de la competencia por los órganos estatales.

3. La gestión del Registro de Defensa de la Competencia.

4. Realización de estudios y análisis de mercado en Navarra en relación con las posibles situaciones atentatorias a la libre competencia. Podrá proponer la apertura de expedientes sancionadores, la adopción de medidas que eliminen los obstáculos en los que se amparen esas restricciones y la difusión de buenas prácticas entre las empresas. 

5. Información, asesoramiento y propuesta en materia de acuerdos o prácticas restrictivas, asociación de empresas y grado de competencia en el ámbito geográfico de la Comunidad Foral.

6. Cooperación, coordinación y colaboración con otros órganos competentes en materia de defensa de la competencia. 

7. Cooperación entre Navarra y la Administración General del Estado en la aplicación de las reglas nacionales sobre competencia.

La libre competencia
Cabe recordar que la existencia de una libre competencia protege y beneficia a los consumidores, que pueden escoger aquel producto o servicio que mejor se adecue a sus necesidades o gustos y que obtienen la mejor relación calidad-precio en cada momento. 

La competencia supone que los empresarios no solo tienen derecho a competir, sino que tienen la obligación hacerlo. Un entorno competitivo incentiva a las empresas para mejorar la calidad de sus productos y servicios y para mejorar sus precios. 

En los últimos años, la Comisión Nacional de Mercados y la Competencia ha abierto expediente y sancionado en Navarra a autoescuelas, canteras, panificadoras y entidades financieras.”

Sin entrar en el análisis de la idoneidad de que sea un Departamento como el de Políticas Sociales el que lleve a cabo dicha función, se recomienda al Gobierno de Navarra que ordene a dicho órgano la Respuesta que demanda la Dirección General  de Competencia de la Comisión Europea o que, en todo caso, solicite a dicho órgano un Informe ad hoc para que junto con los solicitados a la Cámara de Comptos y otros de Auditoria, puedan servir para archivar la denuncia  formulada  ante dicho órgano de la Comisión Europea. 

En definitiva, se recomienda que el Parlamento manifieste al Gobierno de Navarra que la llevanza de este asunto requiere de una coordinación jurídica y económica, cuya ejecución corresponde al Gobierno de Navarra y que el Parlamento de Navarra no es el órgano idóneo a través de sus servicios jurídicos o económicos para poder dar una respuesta adecuada a la cuestión que se le demanda.    

III
CONCLUSIONES

En virtud de lo expuesto, se concluye:

Primero. Que el Parlamento de Navarra debe cumplimentar en plazo, la solicitud de información requerida por el Gobierno de Navarra a raíz de la comunicación de la Dirección General de Competencia de la Comisión europea, facilitando los textos oficiales de las Proposiciones de ley foral presentadas por  los grupos parlamentarios publicados en el Boletín Oficial de la Cámara, núm. 135, de 5 de diciembre de 2014, así como el Diario de Sesiones, núm. 100, del Pleno del Parlamento de 27 de noviembre de 2014, que están, en todo caso, disponibles en la WEB de la Cámara, donde consta la tramitación y voluntad legislativa del Parlamento expresada a través de los grupos parlamentarios que la integran.   

Segundo. Sobre el punto Cuatro de la Información requerida, se recomienda: 

a) Dar cuenta de la publicación de la ley en el BON de 15 de diciembre  de 2014 y solicitar al Gobierno que se notifique a la Dirección General de la Competencia de la Comisión Europea la puesta en ejecución  del contenido de la Disposición Adicional única de la ley Foral sobre solicitud de Informes de Auditoría al Club deportivo Osasuna y a la Cámara de Comptos, antes de adoptar cualquier disposición en relación con la ejecución de la Ley Foral 26/2014. 
b) Manifestar al Gobierno de Navarra que  el ordenamiento jurídico español  (Constitucional y de Navarra) no exige Informes de Impacto económico en la tramitación de las leyes forales, sean generales o particulares, razón que impide  el cumplimiento de tal solicitud.

Tercero. Se recomienda en relación  con el quinto punto de la Comunicación  (Efectos en la competencia entre estados miembros) que el Parlamento manifieste al Gobierno de Navarra que para responder  a esta cuestión solicite del Servicio  de Defensa de la competencia del Departamento de Políticas Sociales, el Informe o respuesta preceptiva para su cumplimentación, habida cuenta que el Parlamento de Navarra no es el órgano idóneo a través de sus servicios jurídicos o económicos para dar respuesta adecuada a la cuestión que se le demanda.    
Este es nuestro Informe que como siempre sometemos a cualquier otro igual o mejor fundado en Derecho.

Pamplona, 18 de diciembre de 2014
El Letrado

Manuel Pulido Quecedo
Conforme:

El Letrado Mayor

Miguel Esparza Oroz.
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� Esta parte (la venta y el arrendamiento posterior) de la transacción es muy similar en cuanto a su estructura e importe a la transacción inmobiliaria entre el ayuntamiento de Eindhoven y PSV Eindhoven,


que fue priorizada e investigada diligentemente por la Comisión, y que concluyó con su decisión del 6 marzo 2013 de que se habían concedido ayudas estatales ilegales a PSV Eindhoven. Se espera que la Comisión no trate a Osasuna de un modo distinto que a PSV Eindhoven y que las ayudas estatales concedidas a Osasuna también sean priorizadas e investigadas por la Comisión con la misma diligencia y eficacia que en el caso de PSV Eindhoven.
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� Como los bonos del Estado español a 30 años tienen actualmente un rendimiento del 3,5% (que equivaldría a pagar un interés de 1.505.000 euros al año por un préstamo de 43 millones de euros), el contribuyente estaría incurriendo en una pérdida de entre 1.355.000 y 1.430.000 euros al año (o entre 40.650.000 y 42.150.000 por la duración de la transacción de 30 años), que es la diferencia entre los costes de financiación de la región (suponiendo de manera optimista que la Región pudiera conseguir financiación a los tipos actuales del Reino de España) y el alquiler cobrado al club por el uso de los activos inmobiliarios.


� Este  tipo  de  acuerdos  circulares  para  reducir  la  deuda  fiscal  pendiente  a  cambio  de  supuestos “patrocinios” parece ser una práctica común en el Reino de España; ver p.ej. el acuerdo entre Bilbao Basket y la Diputación de Vizcaya que está siendo investigado por la Comisión (SA.37191). A decir verdad, la Región ha suscrito toda una serie de acuerdos de patrocinio dudosos y de precio excesivo con Osasuna (como el relativo a los  derechos  de  denominación del  Estadio) en la  última década, que también deberían ser investigados por la Comisión.


� Contrariamente a la explicación dada por la Región en la última frase del último párrafo del preámbulo a la Ley de rescate, esta garantía estatal es ilegal y en consecuencia inaplicable, dado que contraviene la legislación europea sobre ayudas estatales. Como resultado, la Región de Navarra no debería estar haciendo pagos conforme a esta garantía.


� No parece ser la única garantía estatal concedida a los clubes de fútbol españoles en las últimas décadas, porque una sentencia judicial reciente, de 29 septiembre 2014, del Tribunal Supremo español (ver informe de prensa más abajo) ha confirmado la validez conforme a la legislación española de una garantía estatal concedida por la Región de Asturias a Real Oviedo SAD en 2003, que resultó en la pérdida de 2,4 millones de euros para los contribuyentes españoles y europeos. La concesión de esta garantía estatal a Real Oviedo contraviene la legislación europea sobre ayudas estatales y debería haber sido mencionada por las Autoridades españolas en su respuesta del 5 diciembre 2012.





� HYPERLINK "http://iusport.com/not/3325/el" ��http://iusport.com/not/3325/el�‐supremo‐falla‐a‐favor‐del‐oviedo‐y‐anula‐el‐embargo‐de‐principado‐de‐asturias/





Como la concesión de garantías estatales por gobiernos regionales a clubes de fútbol españoles parece ser una práctica bastante extendida y el Reino de España se ha negado durante años a aportar información sobre estas garantías (ver p.ej. SA.36387, en la que la Región de Valencia rechazó admitir la existencia de una garantía estatal en favor de Valencia CF SAD y, vergonzosamente, la Comisión cerró primero la investigación para reabrirla años después cuando era ya evidente que la garantía existía a todas luces), la Comisión debería hacer uso de sus potestades y solicitar al Reino de España con una carta de requerimiento formal que presente una lista de todas las garantías estatales concedidas a clubes de fútbol españoles, como hizo en el caso de la negativa de Luxemburgo a aportar información sobre los acuerdos fiscales con varias empresas � HYPERLINK "http://europa.eu/rapid/press" ��(http://eur�o� HYPERLINK "http://europa.eu/rapid/press" ��pa.eu/rapid/press�‐release_IP‐14‐ 309_en.htm).





� Para evitar cualquier género de duda, el gobierno nacional del Reino de España estaba muy al corriente de la existencia de esta garantía, dado que la ley había sido publicada en el Boletín Oficial del Estado del 21 marzo 2003.


� La existencia de este derecho ha sido admitida por el Reino de España en sus respuestas a SA.29769.





� La deuda fiscal constituye el 73% de la deuda total del club según los últimos estados financieros del


club: � HYPERLINK "http://www.osasuna.es/uploads/archivos/presupuestos" ��http://www.osasuna.es/uploads/archivos/presupuestos�‐2014‐2015.pdf





� Comparar la línea superior de la página 10 de los últimos estados financieros del club con la línea superior de la página 4 de los estados del club para 2011/2 (� HYPERLINK "http://www.osasuna.es/uploads/archivos/presupuestos" ��http://www.osasuna.es/uploads/archivos/presupuestos�‐2012‐2013.pdf), donde se indica que el activo neto del club había descendido durante el mandato anterior de la junta directiva desde 14.565.865 euros en junio 2012 a 3.465.625 en junio 2014 (es decir, un descenso de 11.100.240 euros que podría recuperarse de la junta directiva).


� La existencia de este derecho de las asambleas ha sido confirmado recientemente por un tribunal de Barcelona en una sentencia de 28 octubre 2014, en la que el tribunal falló que el derecho a recuperar pérdidas de las juntas directivas de los clubes existe en realidad si hay una disminución en el patrimonio neto durante sus mandatos, algo que en opinión del tribunal no había ocurrido durante el mandato del Sr. Laporta en el FC Barcelona. Si bien Laporta negó siempre la existencia de pérdidas durante su mandato, la existencia de pérdidas en Osasuna en el periodo 2012/4 no fue negada por la junta directiva anterior y estas pérdidas podrían ser recuperadas por la asamblea del club si decidiera hacerlo.





� HYPERLINK "http://iusport.es/jurisprudencia/SENTENCIA" ��http://iusport.es/jurisprudencia/SENTENCIA�-LAPORTA-ACCIÓN-RESP-1-INSTANCIA-OCT-281014.pdf





� � HYPERLINK "http://www.lexnavarra.navarra.es/detalle.asp?r=34032" ��http://www.lexnavarra.navarra.es/detalle.asp?r=34032�


� Art 107.1 del TFUE: Salvo que los Tratados dispongan otra cosa, serán incompatibles con el mercado interior, en la medida en que afecten a los intercambios comerciales entre estados miembros, las ayudas otorgadas por los Estados o mediante fondos estatales, bajo cualquier forma, que falseen o amenacen falsear la competencia, favoreciendo a determinadas empresas o producciones.





